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Introducción
El proceso de Cairo más 20 que se centró en la revi-

sión del grado de avance a los acuerdos pactados por 

más de 179 países hace 20 años en el Programa de 

Acción del Cairo, culminó en agosto de 2014 con una 

serie de marcos que constituyen las nuevas referen-

cias para avanzar la agenda de población y desarrollo 

y particularmente la agenda de los derechos sexua-

les y los derechos reproductivos a nivel mundial y en 

América Latina y el Caribe. 

De estos marcos, el Consenso de Montevideo consti-

tuye sin duda el más estratégico de ellos para nuestra 

región, tanto porque refleja los acuerdos alcanzados 

en el nivel regional para garantizar el ejercicio pleno 

de estos derechos, como porque contiene avances sin 

precedentes en esta materia.

Por este motivo, la Articulación de organizaciones de 

la sociedad civil hacia Cairo más 20 que acompañó 

el proceso en todas las instancias y en todos los ni-

veles, está entregando este material que condensa 



6

los acuerdos relativos a los derechos sexuales y repro-

ductivos contenidos en el Consenso de Montevideo, 

con el fin de que los grupos que la integran y otros 

que luchan por alcanzarlos en distintos escenarios y 

desde múltiples formas de organización, continúen la 

incidencia necesaria y tengan una herramienta para 

obligar a la rendición de cuentas a los gobiernos de 

la región. 

Este consenso de «bolsillo» agrupa los acuerdos si-

guiendo el orden del propio Consenso, e incluye 

tanto los principios como los mecanismos generales 

que son necesarios para avanzar en los derechos se-

xuales y reproductivos. De la misma manera, incor-

pora acuerdos que son relativos a distintas áreas del 

consenso, teniendo como único hilo conductor estos 

derechos. 
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Preámbulo
Los representantes de los países participantes en la 

primera reunión de la Conferencia Regional sobre Po-

blación y Desarrollo de América Latina y el Caribe, 

celebrada en Montevideo, del 12 al 15 de agosto de 

2013,

Teniendo presente que el tema central de esta prime-

ra reunión ha sido el Programa de Acción de la Con-

ferencia Internacional sobre la Población y el Desarro-

llo después de 2014, con el objetivo de examinar sus 

progresos en América Latina y el Caribe en los últimos 

20 años e identificar las medidas fundamentales para 

reforzar su implementación, poniendo énfasis en los 

asuntos regionales emergentes en materia de pobla-

ción y desarrollo, y en el bienestar humano y la digni-

dad, así como su sostenibilidad,

Reafirmando la vigencia de los objetivos y las metas 

del Programa de Acción de la Conferencia Internacio-

nal sobre la Población y el Desarrollo aprobado en El 

Cairo en septiembre de 1994,
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Reafirmando también las medidas clave para seguir 

ejecutando el Programa de Acción de El Cairo, apro-

badas por la Asamblea General en su vigésimo primer 

periodo extraordinario de sesiones, que se celebró en 

Nueva York, del 30 de junio al 2 de julio de 1999,

Recordando el Consenso Latinoamericano y del Cari-

be sobre Población y Desarrollo, aprobado en México, 

D.F., en mayo de 1993, y el Plan de Acción Regional 

Latinoamericano y del Caribe sobre Población y Desa-

rrollo, aprobado en virtud de la resolución 536 (XXV) 

de la Comisión Económica para América Latina y el 

Caribe en 1994,

Tomando en cuenta la resolución 65/234 de la Asam-

blea General de las Naciones Unidas, de 22 de diciem-

bre de 2010, en que se decide prorrogar el Programa 

de Acción de El Cairo y las medidas clave para seguir 

ejecutándolo después de 2014 y en que se llama a 

realizar una revisión operacional de su implementa-

ción, para responder a los nuevos desafíos que son 

relevantes para la población y el desarrollo, así como 

para reforzar la integración de los asuntos de pobla-
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ción y desarrollo en los procesos globales relaciona-

dos con el desarrollo,

Tomando en cuenta también que en dicha resolución 

se decide que la Comisión de Población y Desarrollo 

organice un debate interactivo en su 47° periodo de 

sesiones sobre la evaluación del estado de la ejecu-

ción del Programa de Acción de El Cairo, y que, en la 

resolución 67/250 de 2013 se decide que el periodo 

extraordinario de sesiones de la Asamblea General 

sobre el seguimiento del Programa de Acción de la 

Conferencia Internacional sobre la Población y el De-

sarrollo se celebre el 22 de septiembre de 2014 en 

Nueva York,

Reiterando los anteriores acuerdos del Comité Espe-

cial de la Comisión Económica para América Latina y 

el Caribe sobre Población y Desarrollo, en particular 

los acuerdos adoptados en su última reunión, cele-

brada en Quito del 4 al 6 de julio de 2012, que fueron 

ratificados en el trigésimo cuarto periodo de sesiones 

de la CEPAL,
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Teniendo en cuenta la resolución 60/265 de la Asam-

blea General de las Naciones Unidas, de 30 de junio 

de 2006, en que se exhorta a los Estados Miembros a 

que alcancen el objetivo de lograr el acceso universal 

a la salud reproductiva para 2015, según lo estableci-

do en la Conferencia Internacional sobre la Población 

y el Desarrollo,

Teniendo presentes la Convención sobre la elimina-

ción de todas las formas de discriminación contra la 

mujer, la Plataforma de Acción de la Cuarta Confe-

rencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing 

en octubre de 1995, el Consenso de Quito, aproba-

do en la décima Conferencia Regional sobre la Mujer 

de América Latina y el Caribe, celebrada en Quito en 

agosto de 2007, el Consenso de Brasilia, aprobado en 

la XI Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe, celebrada en Brasilia en julio de 

2010, y las conclusiones convenidas sobre la elimi-

nación y prevención de todas las formas de violencia 

contra la mujer y la niña del 57º periodo de sesiones 

de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 

Mujer de 2013,
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Teniendo presentes también la Convención sobre los 

Derechos del Niño y sus dos protocolos facultativos, 

y la resolución 2012/1 del 45º período de sesiones de 

la Comisión de Población y Desarrollo de las Naciones 

Unidas de abril del 2012, que insta a los gobiernos a 

proteger los derechos humanos de niños, niñas, ado-

lescentes y jóvenes,

Teniendo presente asimismo la Carta de San José sobre 

los derechos de las personas mayores de América Lati-

na y el Caribe, aprobada durante la tercera Conferencia 

regional intergubernamental sobre envejecimiento en 

América Latina y el Caribe de 2012, celebrada con oca-

sión del décimo aniversario de la Segunda Asamblea 

Mundial sobre el Envejecimiento de 2002,

Reconociendo los progresos logrados en el Grupo de 

Trabajo de composición abierta sobre el envejecimien-

to de las Naciones Unidas, y en particular acogiendo 

con beneplácito la resolución 67/139 de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas en virtud de la cual 

se decide que el Grupo, como parte de su manda-

to y a partir de su cuarto periodo de sesiones, que 
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se celebrará en 2013, examine propuestas relativas a 

un instrumento jurídico internacional para promover 

y proteger los derechos y la dignidad de las personas 

mayores,

Considerando la Convención Internacional sobre 

la protección de los derechos de todos los trabaja-

dores migratorios y de sus familiares, la resolución 

615(XXXI) sobre migración internacional, aprobada 

en el trigésimo primer periodo de sesiones de la Co-

misión Económica para América Latina y el Caribe, 

celebrado en Montevideo en marzo de 2006, y la re-

solución 67/219 de la Asamblea General de las Nacio-

nes Unidas sobre migración internacional y desarrollo, 

de 21 de diciembre de 2012, en la que reconoce la 

importante y compleja interrelación que existe entre 

la migración internacional y el desarrollo, así como la 

necesidad de ocuparse de los problemas y las oportu-

nidades que presenta la migración para los países de 

origen, tránsito y destino,

Destacando la importancia del Diálogo de Alto Ni-

vel sobre Migración Internacional y Desarrollo que se 
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realizará en septiembre de 2013 en Nueva York, y en 

particular la necesidad de adoptar un documento fi-

nal negociado intergubernamentalmente para dicha 

reunión,

Teniendo en cuenta la resolución 61/295 de la Asam-

blea General, de 10 de diciembre de 2007, en virtud 

de la cual aprueba la Declaración de las Naciones Uni-

das sobre los derechos de los pueblos indígenas, cuyo 

artículo 42 señala que las Naciones Unidas, así como 

los Estados, promoverán el respeto y la plena aplica-

ción de las disposiciones de la Declaración y velarán 

por su eficacia,

Teniendo presentes la Declaración y Programa de Ac-

ción de Durban, que se aprobaron en la Conferencia 

Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, 

la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia de 

2001, y la resolución 67/155, en la que se solicita a la 

Asamblea General que ponga en marcha un proce-

so preparatorio que conduzca a la proclamación, en 

2013, del Decenio Internacional para los Afrodescen-

dientes,
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Tomando en cuenta las recomendaciones del Foro 

Permanente para las Cuestiones Indígenas de las Na-

ciones Unidas, así como los informes del Mecanismo 

de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-

nas y de los relatores especiales sobre los derechos de 

los pueblos indígenas y sobre las formas contempo-

ráneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y 

formas conexas de intolerancia,

Tomando en cuenta además la importante contri-

bución de la Convención sobre los derechos de las 

personas con discapacidad en la incorporación de las 

cuestiones relativas a la discapacidad como parte in-

tegrante de las estrategias nacionales de desarrollo 

sostenible, desde una perspectiva de derechos, con 

igualdad y sin discriminación,

Teniendo presentes la resolución 2012/1 del 45º pe-

riodo de sesiones de la Comisión de Población y De-

sarrollo de las Naciones Unidas, aprobada en abril del 

2012, y la Declaración de Bali del Foro Mundial de 

la Juventud, aprobada en diciembre de 2012, en que 

se insta a los gobiernos a proteger los derechos hu-
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manos de adolescentes y jóvenes a tener el control y 

decidir libre y responsablemente en asuntos relacio-

nados con la salud sexual y la salud reproductiva, sin 

coerción, discriminación ni violencia y les exhorta a 

proveerles una educación integral para la sexualidad, 

los derechos humanos y la igualdad de género,

Poniendo de relieve el enfoque integrado del desarro-

llo que ha caracterizado el pensamiento de la Comi-

sión Económica para América Latina y el Caribe desde 

su creación y que, en sus últimos periodos de sesio-

nes, ha promovido la igualdad como el principio ético 

normativo primordial y el objetivo último del desarro-

llo, y reconociendo el trabajo del Fondo de Población 

de las Naciones Unidas en materia de adolescentes, 

jóvenes y equidad de género,

Habiendo examinado la documentación preparada 

por la Secretaría, con el apoyo del Fondo de Población 

de las Naciones Unidas, para la primera reunión de la 

Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de 

América Latina y el Caribe y, en particular, las leccio-

nes extraídas de la aplicación del Programa de Acción 
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de la Conferencia Internacional sobre la Población y el 

Desarrollo en los últimos 20 años en la región,

Observando que, pese a los progresos realizados en el 

cumplimiento de las metas y objetivos del Programa 

de Acción de El Cairo, persisten deficiencias conside-

rables en su ejecución y que muchas de ellas derivan 

de la desigualdad estructural que afecta a la región 

de América Latina y el Caribe,

Tomando nota de las recomendaciones del Foro del 

Caribe sobre población, migración y desarrollo conte-

nidas en la hoja de ruta sobre población, migración y 

desarrollo más allá de 2014, que el Comité de Moni-

toreo del Comité de Desarrollo y Cooperación del Ca-

ribe hizo suya en la decimosexta reunión, celebrada 

en Georgetown el 11 de julio de 2013,

Teniendo en cuenta la Conferencia Mundial sobre el 

Desarrollo Sostenible de los Pequeños Estados Insula-

res en Desarrollo, establecida en virtud de la resolu-

ción 47/189 de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, y reafirmando el Programa de Acción para el 
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desarrollo sostenible de los pequeños Estados insula-

res en desarrollo (Programa de Acción de Barbados), 

que reforzó los principios del desarrollo sostenible 

y las obligaciones contraídas al respecto reflejados 

en el Programa 21, y considerando la Estrategia de 

Mauricio para la Ejecución, aprobada en la Reunión 

Internacional para examinar la ejecución del Progra-

ma de Acción para el desarrollo sostenible de los pe-

queños Estados insulares en desarrollo, celebrada en 

Mauricio en 2005, de conformidad con lo dispuesto 

en la resolución 57/262 de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas y que supuso la culminación de 

un examen decenal de la ejecución del Programa de 

Acción de Barbados, y esperando con interés la ter-

cera Conferencia internacional sobre los pequeños 

Estados insulares en desarrollo, que se celebrará en 

Samoa en 2014,

Haciendo hincapié en que este acuerdo reafirma, am-

plía y complementa el Programa de Acción de El Cairo 

y los acuerdos anteriores adoptados por el Comité Es-

pecial de la CEPAL sobre Población y Desarrollo,
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Reconociendo los importantes vínculos existentes en-

tre el Programa de Acción de El Cairo, los derechos 

humanos, los Objetivos de Desarrollo del Milenio y la 

agenda para el desarrollo después de 2015,

Considerando la resolución 66/288 de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, de 11 de septiembre 

de 2012, en que hizo suyo el documento final de la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desa-

rrollo Sostenible, titulado «El futuro que queremos» 

y reafirmando la plena vigencia de los principios de 

la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo en todos los temas vinculados con el desa-

rrollo sostenible y en particular el principio de respon-

sabilidades comunes pero diferenciadas,

Considerando asimismo la Declaración Final del Foro 

Internacional de Juventud Afrodescendiente, que 

contiene recomendaciones sobre políticas de salud, 

educación, trabajo decente, derechos, sexualidad y 

participación social para la población joven,
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Poniendo de relieve los hallazgos, las conclusiones y las 

lecciones aprendidas a escala mundial y regional de la 

revisión operativa del Programa de Acción de El Cairo y 

la Propuesta de agenda regional en población y desa-

rrollo para América Latina y el Caribe después de 2014,

Reconociendo el avance regional en el desarrollo 

de políticas y programas, en el establecimiento de 

estructuras institucionales y en la asignación de re-

cursos necesarios y presupuestos para la plena imple-

mentación del Programa de Acción de El Cairo y de 

las medidas clave para seguir ejecutándolo y su con-

tribución a los Objetivos de Desarrollo del Milenio en 

materia de promoción de la salud y la protección de 

los derechos humanos,

Resaltando que, a pesar de los logros alcanzados en 

el cumplimiento de las metas y objetivos del Progra-

ma de Acción de El Cairo y de los Objetivos de De-

sarrollo de Milenio, aún existen significativas brechas 

en materia de políticas y programas, de capacidad 

institucional y financiera en la implementación del 

Programa de Acción de El Cairo y en el logro de los 
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ODM, en particular del quinto Objetivo de Desarro-

llo del Milenio, y que estas brechas deben tenerse en 

cuenta en la implementación del Programa de Acción 

de El Cairo después de 2014 y en la agenda para el 

desarrollo después de 2015,

Destacando las importantes contribuciones de la so-

ciedad civil, otros actores no gubernamentales, orga-

nizaciones de mujeres y jóvenes y movimientos socia-

les a la implementación y seguimiento del Programa 

de Acción de El Cairo,

Reconociendo que, a pesar de los significativos avan-

ces que ha hecho la región en la promoción, protec-

ción y garantía de los derechos humanos en los últi-

mos 20 años, estos logros no han alcanzado a todas 

las personas y que, mientras las políticas de inclusión 

económica y social han ampliado las oportunidades y 

el bienestar, muchas personas continúan viviendo en 

condiciones de extrema pobreza, enfrentando des-

igualdades como consecuencia de arraigados patro-

nes históricos y de nuevas formas de discriminación, y 

sin pleno ejercicio de sus derechos,
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Subrayando que la inclusión de modelos de desarrollo y 

enfoques alternativos y participativos, como el vivir bien, 

puestos en práctica en la región combina el desarrollo 

económico con el desarrollo humano, los derechos hu-

manos y el respeto del medio ambiente, y se enriquecen 

con la energía, el dinamismo y la creatividad de aquellas 

personas que tradicionalmente han sido discriminadas,

Reconociendo que la Tierra y sus ecosistemas son im-

portantes para alcanzar un justo equilibrio entre las 

necesidades económicas, sociales y ambientales de 

las generaciones presentes y futuras,

Afirmando que la libertad, las capacidades y el de-

recho a tomar decisiones informadas empoderan a 

las personas para desarrollar su potencial y participar 

plenamente en los ámbitos económico y social; que 

la realización del potencial humano y la innovación 

dependen de los derechos humanos garantizados, de 

la integridad física y de la protección frente a la vio-

lencia y que el derecho a la salud, educación, vivienda 

y medios de vida permite el pleno empoderamiento e 

inclusión de las personas,
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Reafirmando que la promoción y la protección de 

los derechos sexuales y derechos reproductivos son 

esenciales para el logro de la justicia social y de los 

compromisos nacionales, regionales y mundiales para 

el desarrollo sostenible, en sus tres pilares: social, eco-

nómico y ambiental,

Reconociendo que las dinámicas de población —cre-

cimiento y decrecimiento, cambios en las estructu-

ras de edades, urbanización, migración y cambio en 

los hogares y estructuras familiares— influyen en las 

oportunidades para el desarrollo humano, están a la 

vez moldeadas por las decisiones que las personas 

toman y son esenciales para la planificación del creci-

miento económico y social, así como para el desarro-

llo sostenible, en sus tres pilares: social, económico y 

ambiental,

Destacando que la elaboración de estadísticas pú-

blicas realizada por los distintos organismos del Es-

tado debe seguir la lógica inclusiva y de ampliación 

de derechos planteada desde la política pública y 

que la generación de información sobre población 
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afrodescendiente, población indígena, personas con 

discapacidad, personas lesbianas, gays, bisexuales y 

transexuales (LGBT), género, desigualdades y brechas 

sociales, envejecimiento, y otras temáticas, constituye 

un insumo básico para la elaboración de políticas pú-

blicas y tienen vital importancia en pos del monitoreo 

de los objetivos planteados en las agendas nacionales 

y regionales,
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Principios Generales
Reafirmando los principios del Programa de Acción 

de la Conferencia Internacional sobre la Población y 

el Desarrollo,

Reafirmando también los principios del Plan de Ac-

ción Regional Latinoamericano y del Caribe sobre Po-

blación y Desarrollo,

Reafirmando además que cada país tiene el derecho 

soberano de aplicar las recomendaciones contenidas 

en el Programa de Acción de El Cairo y en el presente 

documento, de conformidad con sus leyes nacionales 

y con sus prioridades de desarrollo, y de forma com-

patible con los derechos humanos internacionales, 

universalmente acordados,

Deciden adoptar los siguientes principios generales:

Reafirmar que los acuerdos aquí contenidos, fruto del 

acumulado histórico de las discusiones posteriores a 

la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
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Desarrollo, son referentes ineludibles de las resolucio-

nes de cada país,

Destacar la universalidad, igualdad, transversalidad, 

integralidad, inclusión, solidaridad, equidad y digni-

dad y los derechos humanos en la aplicación de los 

enfoques hacia todos los grupos en condición de vul-

nerabilidad, así como los temas conexos relacionados 

con la salud, educación, comunidad, gobernabilidad 

y sostenibilidad para la implementación regional del 

Programa de Acción de El Cairo y sus medidas clave 

para seguir ejecutándolo, y su seguimiento después 

de 2014,

Reafirmar que la laicidad del Estado es también fun-

damental para garantizar el ejercicio pleno de los de-

rechos humanos, la profundización de la democracia 

y la eliminación de la discriminación contra las per-

sonas,

Reafirmar asimismo la importancia de fortalecer las 

formas participativas de gobierno como garantía para 

el efectivo ejercicio de la democracia,
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Fortalecer el rol del Estado y dotarlo de la capacidad 

de proveer una gestión estratégica con una mirada de 

largo plazo para intervenir en el diseño del desarrollo 

nacional,

Reconocer que habilitar las voces e intereses de todos 

y todas es esencial para el avance del desarrollo soste-

nible y que la gobernabilidad responsable y las institu-

ciones resilientes son fundamentales para la inclusión 

social y económica y la sostenibilidad,

Reconocer además que los temas de población y de-

sarrollo están estrechamente vinculados con las rea-

lidades económicas, sociales y ambientales, y que 

para abordarlos se requiere fortalecer la cooperación 

internacional y las alianzas mundiales, regionales y 

subregionales y establecer acuerdos entre países, así 

como enfoques innovadores que incluyen la iniciativa 

privada,

Reafirmar la importancia de la cooperación interna-

cional para la implementación del Programa de Ac-

ción de El Cairo después de 2014 y de una futura 



27

agenda regional en población y desarrollo, incluida 

la cooperación Sur-Sur, la Norte-Sur y la cooperación 

triangular,

Reconocer la importancia de incluir los temas vincula-

dos a la población en los objetivos de desarrollo sos-

tenible y en la agenda para el desarrollo post-2015,

Reafirmar la voluntad política y nuestro compromiso 

de adoptar medidas inmediatas que respondan a las 

expectativas de nuestras poblaciones y eliminen las 

desigualdades prevalecientes, con énfasis particular 

en los grupos discriminados y en condición de vulne-

rabilidad,

Reconocer la importancia crucial de un entorno eco-

nómico favorable, de paz y gobernabilidad a todos los 

niveles, para solucionar los problemas de la población 

y el desarrollo,

Reconocer además el efecto negativo de las medidas 

económicas coercitivas unilaterales en el desarrollo de 

los países objeto de estas medidas y en sus poblaciones,
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Reconocer asimismo que la gobernabilidad eficaz está 

basada en la rendición de cuentas, en la participación 

amplia, en la transparencia y en la vigencia del estado 

de derecho, y que el fortalecimiento de los gobiernos 

nacionales y locales es clave para lograr los objetivos 

de desarrollo, paz y seguridad,

Velar por que el apoyo del sistema de las Naciones 

Unidas refleje las prioridades contenidas en el presen-

te documento y que estas se traduzcan en los planes 

estratégicos de los organismos, fondos y programas 

de las Naciones Unidas, así como en los acuerdos 

que estos adopten, a través de sus respectivas juntas 

ejecutivas y organismos de dirección para el periodo 

2014-2017, incluida la presencia física de los organis-

mos, fondos y programas en los países de la región,
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Medidas Prioritarias
Deciden adoptar las siguientes medidas prioritarias 

identificadas en la Propuesta de agenda regional en 

población y desarrollo para América Latina y el Caribe 

después de 2014, para reforzar la implementación del 

Programa de Acción de El Cairo y su seguimiento

B. Derechos, necesidades, 
responsabilidades  
y demandas de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes

Considerando que en la región actualmente habitan 

cerca de 160 millones de personas de 15 a 29 años 

de edad —es decir, una de cada cuatro personas es 

joven—y que el bono demográfico constituye una 

oportunidad única para la inversión social en adoles-

cencia y juventud, basada en la solidaridad interge-

neracional, inversión imprescindible para el desarro-

llo sostenible en sus tres pilares: social, económico y 

ambiental,
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Reiterando el objetivo de atender las necesidades es-

peciales de adolescentes y jóvenes, y preocupados 

por los altos y desiguales niveles de embarazo en la 

adolescencia que se registran en la región, que sue-

len estar asociados, en particular entre las menores 

de 15 años, a uniones forzadas, y abuso y violencia 

sexuales,

Acuerdan:

 � Implementar programas de salud sexual y salud 

reproductiva integrales, oportunos y de calidad 

para adolescentes y jóvenes, que incluyan ser-

vicios de salud sexual y salud reproductiva ami-

gables, con perspectiva de género, derechos hu-

manos, intergeneracional e intercultural, y que 

garanticen el acceso a métodos anticonceptivos 

modernos, seguros y eficaces, respetando el prin-

cipio de confidencialidad y privacidad, para que 

adolescentes y jóvenes ejerzan sus derechos se-

xuales y derechos reproductivos, tengan una vida 

sexual responsable, placentera y saludable, eviten 

los embarazos tempranos y los no deseados, la 

transmisión del VIH y otras infecciones de trans-
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misión sexual; y tomen decisiones libres, informa-

das y responsables con relación a su vida sexual y 

reproductiva y al ejercicio de su orientación sexual 

(medida 12 Apartado B )

 � Dar prioridad a prevenir el embarazo en la ado-

lescencia y eliminar el aborto inseguro, median-

te la educación integral para la sexualidad, y el 

acceso oportuno y confidencial a la información, 

asesoramiento, tecnologías y servicios de calidad, 

incluida la anticoncepción oral de emergencia sin 

receta y los condones femeninos y masculinos 

(medida 14, Apartado B)

D. Acceso universal a los servicios de 
salud sexual y salud reproductiva

Considerando que los derechos sexuales y los dere-

chos reproductivos son parte integral de los derechos 

humanos y su ejercicio es esencial para el goce de 

otros derechos fundamentales y para alcanzar las me-

tas internacionales de desarrollo y de eliminación de 

la pobreza,
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Teniendo en cuenta que el avance hacia el logro de la 

meta de acceso universal a la salud sexual y la salud re-

productiva ha sido insuficiente y desigual y que la edu-

cación y la calidad de la atención en salud representan 

factores fundamentales para alcanzar el objetivo final 

de mejorar la salud sexual y la salud reproductiva,

Preocupados por las elevadas tasas de muertes ma-

ternas, en gran medida debidas a la dificultad para 

acceder a servicios adecuados de salud sexual y salud 

reproductiva y a la realización de abortos inseguros, 

y conociendo que algunas experiencias en la región 

muestran que la penalización del aborto provoca el 

incremento de la mortalidad y morbilidad maternas y 

no disminuye el número de abortos, todo lo cual aleja 

a los Estados del cumplimiento de los Objetivos de 

Desarrollo del Milenio,

Acuerdan:

 � Promover, proteger y garantizar la salud y los de-

rechos sexuales y los derechos reproductivos para 

contribuir a la plena realización de las personas y 

a la justicia social en una sociedad libre de toda 
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forma de discriminación y violencia (medida 33, 

apartado D).

 � Promover políticas que contribuyan a asegurar 

que las personas ejerzan sus derechos sexuales, 

que abarcan el derecho a una sexualidad plena 

en condiciones seguras, así como el derecho a 

tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y 

responsables sobre su sexualidad, con respeto de 

su orientación sexual e identidad de género, sin 

coerción, discriminación ni violencia, y garantizar 

el derecho a la información y a los medios nece-

sarios para su salud sexual y salud reproductiva 

(medida 34, apartado D).

 � Revisar la legislación, las normas y prácticas que 

restringen el acceso a los servicios de salud se-

xual y salud reproductiva, incluida la provisión 

de servicios integrales amigables en el caso de 

adolescentes y jóvenes, y asegurar el acceso a la 

información completa sobre todas las opciones 

de servicios disponibles para todas las personas 

sin discriminación de ningún tipo, para asegurar 

que se cumplan en nuestra región los más altos 

estándares internacionales de protección a los de-
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rechos humanos y libertades fundamentales (me-

dida 35, apartado D).

 � Desarrollar políticas y programas tendientes a 

erradicar la discriminación basada en la orienta-

ción sexual y la identidad de género en el ejercicio 

de los derechos sexuales y su manifestación (me-

dida 36, apartado D).

 � Garantizar el acceso universal a servicios de salud 

sexual y salud reproductiva de calidad, tomando 

en consideración las necesidades específicas de 

hombres y mujeres, adolescentes y jóvenes, per-

sonas LGBT, personas mayores y personas con dis-

capacidad, prestando particular atención a perso-

nas en condición de vulnerabilidad y personas que 

viven en zonas rurales y remotas y promoviendo 

la participación ciudadana en el seguimiento de 

los compromisos (medida 37, apartado D).

 � Promover la prevención y la detección oportuna y 

garantizar el acceso universal al tratamiento inte-

gral del VIH/SIDA y de las infecciones de transmi-

sión sexual, y eliminar el estigma y la discrimina-

ción de que suelen ser víctimas las personas que 

viven con el virus; (medida 38, apartado D)
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 � Fortalecer las medida de detección del VIH/SIDA 

y otras infecciones de transmisión sexual en mu-

jeres embarazadas, y de prevención de la trans-

misión vertical del virus; (medida 39, apartado D)

 � Eliminar las causas prevenibles de morbilidad y 

mortalidad materna, incorporando en el conjun-

to de prestaciones integrales de los servicios de 

salud sexual y salud reproductiva medidas para 

prevenir y evitar el aborto inseguro, que incluyan 

la educación en salud sexual y salud reproductiva, 

el acceso a métodos anticonceptivos modernos 

y eficaces y el asesoramiento y atención integral 

frente al embarazo no deseado y no aceptado y, 

asimismo, la atención integral después del abor-

to, cuando se requiera, sobre la base de la estra-

tegia de reducción de riesgo y daños (medida 40, 

apartado D).

 � Asegurar, en los casos en que el aborto es legal 

o está despenalizado en la legislación nacional, la 

existencia de servicios de aborto seguros y de cali-

dad para las mujeres que cursan embarazos no de-

seados y no aceptados e instar a los demás Estados 

a considerar la posibilidad de modificar las leyes, 
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normativas, estrategias y políticas públicas sobre 

la interrupción voluntaria del embarazo para salva-

guardar la vida y la salud de mujeres y adolescen-

tes, mejorando su calidad de vida y disminuyendo 

el número de abortos (medida 42, apartado D).

 � Garantizar una dotación suficiente de recursos fi-

nancieros, humanos y tecnológicos para brindar 

un acceso universal a la salud sexual y la salud 

reproductiva de todos y todas, incluidos hombres, 

mujeres, adolescentes, jóvenes, personas mayo-

res y personas con discapacidad, sin discrimina-

ción alguna (medida 46, apartado D).

E.  Igualdad de género

Reiterando que la protección de los derechos de las 

mujeres y su autonomía, la promoción del pleno ejer-

cicio de sus derechos sexuales y derechos reproducti-

vos, la igualdad de género y la eliminación de las múl-

tiples formas de discriminación y violencia, entre ellas 

la basada en el género, constituyen un compromiso 

fundamental de los gobiernos para avanzar hacia el 

desarrollo con igualdad,
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Considerando que la discriminación y la violencia ba-

sada en la orientación sexual y la identidad de género 

sitúa a las personas LGBT en una posición de vulnera-

bilidad, impidiendo el acceso a la igualdad y al pleno 

ejercicio de la ciudadanía,

F.  La migración internacional y la 
protección de los derechos humanos 
de todas las personas migrantes

Considerando que el pleno ejercicio de las personas 

migrantes de sus derechos humanos y el acceso a los 

servicios públicos básicos, en particular de educación 

y salud, incluida la salud sexual y la salud reproduc-

tiva, no deben depender de su condición migratoria,

Acuerdan: 

 � Proteger decididamente los derechos huma-

nos, evitando toda forma de criminalización de 

la migración, garantizando el acceso a servicios 

sociales básicos, de educación y de salud, inclui-

da la salud sexual y la salud reproductiva cuando 

corresponda, para todas las personas migrantes, 

independientemente de su condición migratoria, 



38

prestando particular atención a los grupos en 

condición de mayor vulnerabilidad, entre ellos, 

los menores no acompañados, las personas que 

se desplazan en situación irregular, las mujeres 

víctimas de la violencia, las víctimas de trata, las 

repatriadas y las que se desplazan forzadamente 

buscando refugio (medida 72, apartado F).

H. Pueblos indígenas: interculturalidad 
y derechos

Considerando que la Declaración de las Naciones Uni-

das sobre los derechos de los pueblos indígenas re-

conoce y reafirma que los indígenas tienen, sin discri-

minación, todos los derechos humanos reconocidos 

en el derecho internacional y que poseen derechos 

colectivos indispensables para su existencia, bienestar 

y desarrollo integral como pueblos,

Preocupados por los altos niveles de morbilidad y mor-

talidad materna e infantil que aún prevalecen entre los 

pueblos indígenas, particularmente entre las mujeres, 

niñas y adolescentes que residen en zonas rurales,
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Acuerdan:

 � Garantizar el derecho a la salud de los pueblos in-

dígenas, incluidos los derechos sexuales y derechos 

reproductivos, así como el derecho a sus propias 

medicinas tradicionales y sus prácticas de salud, 

sobre todo en lo que se refiere a la reducción de 

la mortalidad materna e infantil, considerando sus 

especificidades socio territoriales y culturales, así 

como los factores estructurales que dificultan el 

ejercicio de este derecho. (Medida 87, capítulo H)

I.  Afrodescendientes: derechos y combate 
al racismo y la discriminación racial

Convencidos de que el racismo y la discriminación ra-

cial, la xenofobia y las formas conexas de intoleran-

cia se producen por motivos de raza, color, linaje u 

origen nacional o étnico, y que las víctimas pueden 

sufrir formas múltiples o agravadas de discriminación 

por otros motivos conexos como la identidad de gé-

nero, la orientación sexual, el idioma, la religión, las 

opiniones políticas o de otra índole, el origen social, la 

situación económica, el nacimiento u otra condición,
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Destacando el aporte que hacen las poblaciones afro-

descendientes al desarrollo y al bienestar de la hu-

manidad en general y que la diversidad cultural debe 

valorarse, disfrutarse, aceptarse auténticamente y 

adoptarse como característica permanente que enri-

quece las sociedades,

Acuerdan:

 � Garantizar las políticas y programas para la ele-

vación de las condiciones de vida de las mujeres 

afrodescendientes asegurando plenamente sus 

derechos, en particular los derechos sexuales y los 

derechos reproductivos. (Medida 97, capítulo I)

J.  Marcos para la puesta en marcha de la 
futura agenda regional en población y 
desarrollo

Reafirmando el papel estratégico que la Conferencia 

Regional sobre Población y Desarrollo de América 

Latina y el Caribe está llamada a desempeñar en la 

revisión del Programa de Acción de El Cairo después 

de 2014 y en la revisión de las prioridades para su 

implementación, 
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Subrayando la necesidad de contar con instrumentos 

operativos, sistemas de seguimiento y recursos para 

la acción en materia de población y desarrollo en la 

región, que den cuenta de los desafíos emergentes 

en este ámbito,

Acuerdan:

 � Reiterar el llamado a establecer o fortalecer un 

mecanismo de coordinación nacional que inclu-

ya a las organizaciones de la sociedad civil para 

facilitar la implementación y el seguimiento del 

Programa de Acción de El Cairo después de 2014 

y actuar como vínculo permanente ante esta Con-

ferencia Regional; (Medida 99, apartado J)

 � Aprobar una agenda regional en población y de-

sarrollo para América Latina y el Caribe, sobre la 

base y el seguimiento del Programa de Acción de 

El Cairo y de las medidas clave para seguir ejecu-

tándolo más allá de 2014; (Medida 100, aparta-

do J)

 � Generar mecanismos regionales y nacionales para 

el monitoreo y la rendición de cuentas sobre el 

cumplimiento de esta agenda regional en pobla-
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ción y desarrollo para América Latina y el Caribe 

después de 2014; (Medida 101, apartado J)

Asegurar los recursos financieros suficientes y la mo-

vilización de recursos para América Latina y el Caribe 

de la cooperación internacional, con el fin de acele-

rar la implementación del Programa de Acción de El 

Cairo después de 2014 y las medidas aquí acordadas, 

e instrumentar a la par mecanismos claros y efecti-

vos de transparencia y rendición de cuentas; (Medida 

105, apartado J)

Garantizar la efectiva participación de la sociedad civil 

y los movimientos sociales en la implementación, el 

monitoreo y la evaluación del Programa de Acción de 

El Cairo después de 2014, incorporando las medidas 

aquí acordadas; (Medida 107, apartado J)

Elevar en la próxima reunión de la Conferencia Es-

tadística de las Américas una propuesta de armoni-

zación de los indicadores de salud, en particular de 

salud sexual y salud reproductiva para la región, in-

cluidos los pequeños Estados insulares en desarrollo, 
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con objeto de facilitar la comparación y el análisis de 

las tendencias regionales. (Medida 108, apartado J)

K. Recomendaciones de seguimiento

Acuerdan:

 � Solicita a los organismos, fondos y programas 

del sistema de las Naciones Unidas, entre ellos el 

Fondo de Población de las Naciones Unidas, que 

incluyan en sus Planes Estratégicos 2014-2017 los 

ejes del Programa de Acción de El Cairo aproba-

dos en la primera Conferencia Regional sobre Po-

blación y Desarrollo de América Latina y el Caribe, 

y que asignen los fondos de conformidad con los 

indicadores de necesidad según se requiera en 

cada uno de los temas planteados por esta Con-

ferencia; (Medida 119, apartado K)

 � Solicita a la Secretaría de la Comisión Económica 

para América Latina y el Caribe que a través de la 

División de Asuntos de Género, en coordinación 

con el Fondo de Población de las Naciones Unidas 

y ONU-Mujeres, preste apoyo técnico a los me-

canismos estatales y espacios regionales para el 
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avance de la mujer para la gestión de recursos de 

cooperación y asistencia técnica que permitan la 

implementación y seguimiento del Programa de 

Acción de El Cairo y los presentes acuerdos; (Me-

dida 121, apartado K)

 � Solicita también al Fondo de Población de las Na-

ciones Unidas que fortalezca su cooperación a los 

gobiernos de la región en su compromiso de for-

talecer la inversión en juventud y particularmente 

para incrementar los esfuerzos de articulación de 

las acciones relacionadas con el acceso a educa-

ción de calidad, incluyendo la educación integral 

en sexualidad, la igualdad de género, el empleo 

decente para jóvenes y su acceso a los servicios de 

salud de calidad, incluida la salud sexual y la salud 

reproductiva, en colaboración con otros organis-

mos de cooperación y del sistema de las Naciones 

Unidas; (Medida 122, apartado K)
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